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INVESTIGACION CRIMINAL PARA EL SISTEMA 

PENAL ACUSATORIO “JUSTICIA PENAL MILITAR 

Y POLICIAL”    

 

 

 

LÍNEA DE INVESTIGACIÓN 

 

Derecho Penal Investigación Criminal para el Sistema Penal 

Acusatorio “Justicia Penal Militar y Policial” 

 

 

 

PROBLEMA 

 

Se fundamenta en la investigación que conlleva la implementación de la nueva Justicia 

Penal Militar abordada desde la promulgación de la ley 1407 de 2010 y la ley 1765 de 2015 

que dan vida a esta nueva jurisdicción y que es indagada desde la perspectiva del juzgamiento 

a los miembros de la fuerzas armadas y de policía.  

 
¿Bajo qué conceptos se procesa a un policía que en determinada situación da de 

baja a un sujeto con la implementación de la nueva Justicia Penal Militar? 

 

RESUMEN: Con la formulación de la ley 1407 de 2010 se pretende configurar una 

estructura idealizada y pensada para dar verdadera orientación a la investigación criminal y a la 

formación de juicios que tengan como fin darle sentido a la jurisdicción penal militar y 

policiva dotándola de una composición que encuentre relación con la compleja situación que se 

vislumbra en los delicados asuntos que surgen de la actividad de quienes pertenecen a la fuerza 

pública, esto en su entendido lo integran las Fuerzas Militares (Ejército, Armada y Fuerza 

Aérea)  y la Policía Nacional. Esta nueva realidad muestra a la investigación como  el 

instrumento más relevante sobre el cual se levantan los cimientos de la implementación de la 

Justicia penal militar y policial, que junto a la implementación del sistema acusatorio oral, 
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permiten el mejor desarrollo competente e independiente de los juicios e investigaciones que se 

presentan en el ámbito militar y policivo en cuanto permiten de la mejor manera lograr la  

indagación y juzgamiento de quienes ostenten la calidad y características que exige la ley penal 

para la calificación del comportamiento frente a la comisión de un delito, y prueba de ello se 

puede palpar en la delicada situación que se presenta cuando un policía o militar da de baja en 

combate a quien es considerado en esos momentos su enemigo.  

PALABRAS CLAVE: Justicia Penal Militar y Policiva, Investigación Criminal, 

Fuerzas Militares, Ley 1407 de 2010, Ley 1765 de 2015, Indagación, Juzgamiento, Delito, 

Combate, Fiscalía General Penal Militar y Policiva, Sistema Penal Acusatorio, Jurisdicción 

Especializada, Competencia. 
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ABSTRACT: With the formulation of law 1407 of 2010 is intended to set up an idealized 

structure and designed to give true guidance to criminal investigation and the formation of trials 

that aim to give meaning to military and police criminal jurisdiction by providing a composition 

that finds relation with the complex situation that is glimpsed in the delicate issues that arise 

from the activity of those who belong to the public force, this is understood by the Military 

Forces (Army, Navy and Air Force) and the National Police. This new reality shows research as 

the most relevant instrument on which the foundation of the implementation of military and 

police criminal justice is set up, which together with the implementation of the oral accusatory 

system, allow for the best competent and independent development of trials and investigations 

that are presented in the military and police sphere insofar as they allow the best way to achieve 

the investigation and judgment of those who have the quality and characteristics required by the 

criminal law for the qualification of the behavior against the commission of a crime, and proof of 

it can be felt in the delicate situation that arises when a policeman or a military man gives out in 

combat who is considered at that moment his enemy. 

KEYWORDS: Military and Police Criminal Justice, Criminal Investigation, Military 

Forces, Law 1407 of 2010, Law 1765 of 2015, Inquiry, Judgment, Crime, Combat, General 

Prosecutor's Office for Military and Police, Compulsory Criminal System, Specialized 

Jurisdiction, Jurisdiction. 
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INTRODUCCIÓN 

 

La confianza en las instituciones es uno de los pilares estatales, no importa en qué 

campo o servicio prestado por el estado se encuentre, se le apuesta a esta máxima para permitir 

a los asociados el compromiso con el estado y la convivencia pacífica en constante armonía, en 

cuanto al derecho penal la subordinación en los temas de sanción y prevención son de vital 

importancia en cuanto permiten disfrutar de las garantías constitucionales que para tales 

efectos se han creado, ya que se debe generar en quienes participan de esa relación penal la 

tranquilidad que debe sentirse al ser el estado el garante de la protección de sus derechos y 

quien debe acorde al  escenario social innovar  y  evolucionar con los retos de las nuevas 

realidades jurídicas. 

El derecho Penal no es ajeno a esta tendencia y  por estas razones la promulgación y 

sanción de las leyes en esta rama deben cumplir ese objetivo, la creación de la ley 1407 de 

2010 y la ley 1765 de 2015 es consecuencia de un llamado permanente que se ha realizado 

desde la misma jurisdicción penal militar para poder  suplir las falencias que a su modo de ver 

y sentir debería mejorar en la administración de justicia del estado.  

Es así de esta manera que la jurisdicción penal militar y policiva busca ser 

especializada realmente así como fue concebida y creada en su inicio, teniendo una 

acondicionamiento  que le permita brindar esa autonomía estructural, seguridad jurídica y 

fortaleza procesal  a militares y policías que han solicitado garantías jurídicas acorde a su 

condición especial, esto es el enfrentamiento al que a diario se encuentra por el conflicto 

armado. 

Para desarrollar esta temática se expondrán los puntos más importantes de la 

adecuación de la ley, los cambios realizados y cómo influye efectivamente en la vida jurídica, 

los elementos que configuran el tipo penal, el comportamiento como autor del delito,  la visión 
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jurídica del llamado fuero militar  que es imprescindible como estudio del trabajo realizado 

para determinar las condiciones especiales de quienes gozan de él, y la responsabilidad que 

genera el pertenecer a la fuerza pública y las consecuencias de cometer un delito en servicio 

activo, en relación con el servicio mismo o se deriven de él. Es así como el legislador se centra 

en la adecuación de una ley que permita un mejor manejo de los casos que llegan a la Justicia 

Penal Militar y Policiva, los sujetos que en esta jurisdicción se ven inmersos en la comisión de 

delitos se someterán a un proceso especializado que permita la protección de sus derechos y la 

calificación especial de sus condiciones como pertenecientes a la Fuerza Pública.  

OBJETIVO GENERAL 

 

Establecer los conceptos con los cuales se procesa a un militar o policía que durante el 

ejercicio de sus funciones da de baja un sujeto,  quien es considerado en esos momentos su 

enemigo, desde el enfoque de la nueva justicia penal militar y de policía. 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 

Describir la normativa existente en casos similares que son conocidos por la justicia 

ordinaria y la óptica del Derecho Internacional Humanitario. 

Enunciar las causas que motivaron a la creación de la nueva legislación en materia de 

Justicia Penal Militar. 

Exponer la nueva estructura, órganos y procedimiento en el juzgamiento realizado por 

la Justicia Penal Militar y  Policial.  

JUSTIFICACIÓN 

 

Es importante esta etapa de cambio en la jurisdicción especial penal militar, toda vez 

que ha sido un tema sensible para la opinión pública que implican fronteras poco claras y 

limites muy delgados entre la esfera civil y la militar, sumado a esto va acorde a una realidad 

innegable del país, una situación crucial que deriva en gran parte de los procesos de paz, de 
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esta forma  era trascendental trasladar este contexto a esta jurisdicción, y todo bajo el precepto 

constitucional consagrado en el artículo 29 de la carta magna denominado como derecho al 

debido proceso. 

Es un cambio sin precedentes en la historia, y como abogados y profesionales del 

derecho es obligación y menester conocer su implicación y los efectos que a futuro se darán en 

temas tan delicados como lo es la justicia transicional. 

 Y si bien es cierto que ha sido una proclama de militares y policías la reestructuración 

y la política de mejores garantías en los casos de juzgamiento por parte de la justicia ordinaria 

se debe aclarar que pasa con el fuero con el que gozan estos servidores del estado, porque 

razón no es efectiva esta garantía, o si por el contrario propicia la comisión de delitos con aire 

de impunidad.  

PRESENTACIÓN DEL CASO 

 

En un pueblo del pacifico Colombiano se encontraba un grupo de policías realizando 

patrullaje en la zona aledaña a dicho lugar, cuando se empiezan a escuchar disparos de forma 

continua por la ladera de la montaña, es en ese momento cuando surge la confrontación al 

encontrarse el grupo guerrillero con el grupo de policías, situación que genera la muerte de un 

integrante del grupo armado a manos de un teniente de la fuerza pública, este enfrentamiento 

conlleva a una situación de juzgamiento por la conducta del uniformado. 

 

Estos mismos hechos son objeto de debate por la jurisdicción ordinaria y la penal 

militar que desde su perspectiva brindan soluciones basados en la investigación criminal.  

 

Posteriormente, luego de realizadas las respectivas indagaciones se logró establecer que 

estos sujetos eran efectivamente parte de un grupo guerrillero y habían atacado a la población 
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civil en el pueblo que se encontraba a pocas horas del sitio del enfrentamiento. 

 

DESARROLLO DEL TEMA 

 

Autonomía e independencia de la jurisdicción penal militar desde Montesquieu hasta 

nuestros tiempos, se ha concebido la división del poder público en tres ramas autónomas y 

diferentes, las cuales, no obstante, se articulan ejerciendo entre sí pesos y contrapesos, de 

manera que permitan desarrollar equilibradamente las diferentes tareas misionales del Estado. 

Ahora bien, dentro de la rama del poder público que directamente atañe a la institución 

del fuero militar, la jurisdicción penal militar no fue integrada de manera expresa a la rama 

judicial por parte del Constituyente, dado que se representaba el poder judicial  con  las 

jurisdicciones ordinaria, contenciosa administrativa, constitucional, así como por la 

jurisdicción indígena y la de paz.  

Sin embargo, considerando el artículo 116 de la Constitución, la Corte ha señalado que 

si bien la jurisdicción penal militar orgánicamente “no forma parte de la rama judicial, sí 

administra justicia en los términos, naturaleza y características consagradas en el artículo 228 

ibídem, esto es, en forma autónoma, independiente y especializada, debiendo en sus 

actuaciones otorgar preponderancia al derecho sustancial” (C-1149 de 2001). 

Los factores de competencia: subjetivo y funcional 

El ámbito de competencia de la jurisdicción material ha sido uno de los aspectos sobre 

los cuales la Corte Constitucional se ha visto obligada en mayor medida a pronunciarse en sus 

diferentes providencias. Sobre el particular, la Máxima Guardiana de la Carta ha sostenido, que 

la competencia de la jurisdicción penal militar se determina esencialmente por la relación 

directa existente entre la conducta punible investigada por el miembro de la Fuerza Pública y 

las funciones constitucionalmente asignada a ésta. De manera que la ruptura del nexo causal 
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entre dicha conducta y su relación con el servicio, trasladan la órbita de competencia a la 

jurisdicción penal ordinaria. Del mismo modo lo ha consagrado expresamente el Constituyente 

primario y el legislador. De ésta forma, la causalidad entre la conducta desplegada y su 

relación con el servicio, garantiza el objeto de la institución, así como su carácter excepcional. 

Por consiguiente, la competencia de la jurisdicción penal militar para investigar y 

juzgar a sus miembros, se encuentra determinada y restringida al aspecto subjetivo (la 

membresía activa a la Fuerza Pública) y al aspecto funcional (su relación con el servicio). 

Sobre el primer aspecto (subjetivo), resulta entonces claro que el fuero militar no cobija a 

quienes cometan conductas tipificadas en el régimen penal militar, cuando ya no hacen parte 

del ejercicio activo de la Fuerza Pública. Puede verse en línea en la página de internet 

https://encolombia.com/derecho/revistajurisdiction/revista11/asomagister11206elfuero/#sthash

.7Srxa5LB.dpf 

El FUERO MILITAR 

 

Según el Coronel Camilo Andres Suarez Aldana Presidente del Tribunal Superior 

Militar el fuero penal militar “es un derecho que se le otorga a determinadas personas que 

ostenten la calidad de militar, para que adquieran la particularidad de ser juzgados por 

tribunales de la justicia especial penal militar, por lo tanto es una excepción al principio de 

igualdad ante la ley”. 

 En Colombia la Carta Magna describe el objeto y funcionalidad del fuero militar en el 

artículo 221 que se enuncia “ de los delitos cometidos por los miembros de la Fuerza Pública 

en servicio activo, y en relación con el mismo servicio, conocerán las cortes marciales o 

tribunales militares, con arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar. Tales cortes o 

tribunales estarán integrados por miembros de la Fuerza Pública en servicio activo o en retiro.” 

“En ningún caso la Justicia Penal Militar o policial conocerá de los crímenes de lesa 

https://encolombia.com/derecho/revistajurisdiction/revista11/asomagister11206elfuero/#sthash.7Srxa5LB.dpf
https://encolombia.com/derecho/revistajurisdiction/revista11/asomagister11206elfuero/#sthash.7Srxa5LB.dpf
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humanidad, ni de los delitos de genocidio, desaparición forzada, ejecución extrajudicial, 

violencia sexual, tortura y desplazamiento forzado. Las infracciones al Derecho Internacional 

Humanitario cometidas por miembros de la Fuerza Pública, salvo los delitos anteriores, serán 

conocidas exclusivamente por las cortes marciales o tribunales militares o policiales. 

Cuando la conducta de los miembros de la Fuerza Pública en relación con un conflicto 

armado sea investigada y juzgada por las autoridades judiciales, se aplicará siempre el Derecho 

Internacional Humanitario. Una ley estatutaria especificará sus reglas de interpretación y 

aplicación, y determinará la forma de armonizar el derecho penal con el Derecho Internacional 

Humanitario”. 

Si en desarrollo de una acción, operación o procedimiento de la Fuerza Pública, ocurre 

alguna conducta que pueda ser punible y exista duda sobre la competencia de la Justicia Penal 

Militar, excepcionalmente podrá intervenir una comisión técnica de coordinación integrada por 

representantes de la jurisdicción penal militar y de la jurisdicción penal ordinaria, apoyada por 

sus respectivos órganos de policía judicial. La ley estatutaria regulará la composición y 

funcionamiento de esta comisión, la forma en que será apoyada por los órganos de policía 

judicial de las jurisdicciones ordinarias y penal militar y los plazos que deberá cumplir. 

La ley ordinaria podrá crear juzgados y tribunales penales policiales, y adoptar un 

Código Penal Policial. 

 En desarrollo del postulado constitucional, el legislador ha establecido como principios 

y reglas fundamentales bajo los cuales debe gravitar el fuero militar, los siguientes: legalidad, 

tipicidad, antijuridicidad, culpabilidad, favorabilidad, exclusión de analogía, igualdad ante la 

ley, cosa juzgada, conocimiento de la ley, juez natural, funcionalidad de la pena y de las 

medidas de seguridad; integración y prevalencia de las normas rectoras. 
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Según el Magistrado Coronel Camilo Andres Suarez  Aldana  el concepto de la Corte 

Constitucional  ha sido la misma y conserva su posición,  sostiene que el fuero militar 

constituye “una excepción a la regla general que otorga la competencia del juzgamiento de los 

delitos a la jurisdicción ordinaria”.  

Y para Amelia Mantillas Villegas ex presidenta del Consejo Superior de la Judicatura 

esboza que “para la Alta Corporación, el fuero militar rebasa el marco del Derecho Procesal, 

para constituir por igual un desarrollo normativo de carácter sustancial orientado por los 

siguientes parámetros: 

El fuero militar cobija únicamente a los hechos y actos que son objeto de regulación 

penal militar, es decir, aquellos que se encuentran subordinados a “reglas de comportamiento 

extrañas a las de la vida civil que marcan una abierta incompatibilidad con el sistema punitivo 

a cargo de la jurisdicción ordinaria”, de manera que se establecen claras diferencias de 

tratamiento en lo relativo a las responsabilidades y deberes que se predican del ciudadano 

común, frente a las de un miembro de la Fuerza Pública, particularmente en lo que atañe a las 

consecuencias penales”. 

Según Amelia Mantilla Villegas, ex presidenta del Consejo Superior de la Judicatura 

“la finalidad y justificación de la existencia del fuero militar Ha sido particularmente a través 

de las sentencias C-399 de 1995 y C-1149 de 2001, en donde la Corte ha sentado con mayor 

claridad su posición respecto de los fines y justificaciones de la existencia de una institución 

como la del fuero militar. Es así como el Máximo Tribunal ha sostenido que dicha figura es 

justificativa dentro del modelo del Estado Social de Derecho, en razón a la naturaleza misma 

de la Fuerza Pública, esto es, la loable misión de defender la soberanía nacional, la 

independencia, el orden público, así como la integridad del territorio nacional y del orden 

constitucional. En tal sentido, la Fuerza Pública ejerce y desarrolla una serie de funciones 
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vitales para la supervivencia del Estado, de forma que sus miembros deben someterse al 

cumplimiento de reglas, obligaciones y deberes particulares y diferentes a los de los 

ciudadanos. Así, la finalidad del fuero militar es que los miembros de la Fuerza Pública sean 

cobijados por un régimen jurídico penal especial, tanto en el aspecto sustantivo como 

procedimental, “sacándolos de lo general y común, para darles un tratamiento especializado 

más no diferente, ni mucho menos preferente ni privilegiado, como se tiende a creer 

erradamente, atribuyendo connotaciones que ni la Constitución ni la ley han previsto para el 

fuero militar”. 

Autonomía e Independencia de la Jurisdicción Penal Militar 

Los factores de competencia (subjetiva y funcional), el ámbito de competencia de la 

jurisdicción material ha sido uno de los aspectos sobre los cuales la Corte Constitucional se ha 

visto obligada en mayor medida a pronunciarse en sus diferentes providencias. Sobre el 

particular, la Máxima Guardiana de la Carta ha sostenido, que la competencia de la jurisdicción 

penal militar se determina esencialmente por la relación directa existente entre la conducta 

punible investigada por el miembro de la Fuerza Pública y la función constitucionalmente 

asignada a ésta. De manera que la ruptura del nexo causal entre dicha conducta y su relación 

con el servicio, trasladan la órbita de competencia a la jurisdicción penal ordinaria. Del mismo 

modo lo ha consagrado expresamente el Constituyente primario y el legislador. De ésta forma, 

la causalidad entre la conducta desplegada y su relación con el servicio, garantiza el objeto de 

la institución, así como su carácter excepcional. 

Por consiguiente, la competencia de la jurisdicción penal militar para investigar y 

juzgar a sus miembros, se encuentra determinada y restringida al aspecto subjetivo (su calidad  

activa a la Fuerza Pública) y al aspecto funcional (su relación con el servicio). Sobre el primer 

aspecto (subjetivo), resulta entonces claro que el fuero militar no cobija a quienes cometan 
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conductas tipificadas en el régimen penal militar, cuando ya no hacen parte del ejercicio activo 

de la Fuerza Pública. Puede verse forma electrónica  en la página de internet 

https://encolombia.com/derecho/revistajurisdiction/revista11/asomagister11206elfuero/#sthash

.7Srxa5LB.dpuf 

Por otro lado la ley nos habla que estos militares que ostentan la calidad anteriormente 

señalada, el delito que se cometiere deben  ser en relación con el servicio, a lo que se le 

denomina el factor objetivo. 

DERECHO DE LOS USOS DE COSTUMBRES Y DE GUERRA 

“El derecho internacional humanitario (DIH) es un conjunto de normas que, por 

razones humanitarias, trata de limitar los efectos de los conflictos armados. Protege a las 

personas que no participan o que ya no participan en los combates y limita los medios y 

métodos de hacer la guerra. El DIH suele llamarse también "derecho de la guerra" y "derecho 

de los conflictos armados". El DIH es parte del derecho internacional 

El DIH se encuentra esencialmente contenido en los cuatro Convenios de Ginebra de 

1949, en los que son parte casi todos los Estados. Estos Convenios se completaron con otros 

dos tratados: los Protocolos adicionales de 1977 relativos a la protección de las víctimas de los 

conflictos armados.  

El DIH sólo se aplica en caso de conflicto armado. No cubre las situaciones de 

tensiones internas ni de disturbios interiores, como son los actos aislados de violencia. Sólo es 

aplicable cuando se ha desencadenado un conflicto y se aplica por igual a todas las partes, sin 

tener en cuenta quien lo inició.  

En los conflictos armados sin carácter internacional se enfrentan, en el territorio de un 

mismo Estado, las fuerzas armadas regulares y grupos armados disidentes, o grupos armados 

entre sí. En ellos se aplica una serie más limitada de normas, en particular las disposiciones del 

https://encolombia.com/derecho/revistajurisdiction/revista11/asomagister11206elfuero/#sthash.7Srxa5LB.dpuf
https://encolombia.com/derecho/revistajurisdiction/revista11/asomagister11206elfuero/#sthash.7Srxa5LB.dpuf
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artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra y el Protocolo adicional II  

En particular, está prohibido matar o herir a un adversario que haya depuesto las armas 

o que esté fuera de combate. Los heridos y los enfermos serán recogidos y asistidos por la parte 

beligerante en cuyo poder estén. Se respetarán el personal y el material médico, los hospitales 

y las ambulancias”.  Tomado virtualmente puede verse en linea-  internet  

https://www.icrc.org/es/download/file/3648/dih.es_.pdf  

PROTECCIONES HUMANAS Vs. NECESIDAD MILITAR FRENTE AL DIH 

Para el Magistrado Coronel Camilo Andres Suarez “ Cuando estos dos enfoques se 

encuentran frente a frente en el campo real,  surge la discusión sobre que debería prevalecer, y 

como factor determinante se eleva ante el interrogante  el resultado que se puede obtener 

cuando se tiene que utilizar la fuerza militar o de policía, ese nivel cambia su equilibrio al 

sopesar los resultados en cuestiones de proporción, esto significa que pesa más la necesidad 

militar sobre el DIH,  pero estas connotaciones parten de una verdad absoluta, el uso de una 

fuerza militar produce un daño, el cual debe regirse y estar subordinado por una norma,  que 

regule esos daños distinguiendo de quienes pertenecen a la  población civil y quienes son 

combatientes”. 

El principio de simetría en la acción u agresión y la reacción, legítima defensa , DIH  

fuerza letal utilizada , según el protocolo 1 48 al 56, el uso de la fuerza es absolutamente licito, 

solo que si usa la fuerza en el terreno debe armonizar, en legítima defensa la proporcionalidad 

que tiene que ver a partir del resultado o por el número de tropas, la ventaja militar es superior 

al  daño causado,  se respeta principio de proporcionalidad de lo contrario es un crimen de 

guerra por que se rompe el principio de proporcionalidad, de esta forma el uso de la fuerza es 

una actividad ilícita, rompiendo el principio de distinción. 

Para este caso, se debe descartar los eventuales hechos en el que sean con propósito 

https://www.icrc.org/es/download/file/3648/dih.es_.pdf
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criminal, y que para ese propósito haya utilizado la función para darle realización, y que el 

delito tenga relación directa con la función militar o policial, y a su vez descartar que se 

hubiera presentado una extralimitación o desviación de la función que tenia a cargo el militar. 

La Ley en la Justicia Penal Militar y Policial 

Ley 1407 de 2010 

Artículo 1°. Fuero Militar: De los delitos cometidos por los miembros de la Fuerza 

Pública en servicio activo, y en relación con el mismo servicio, conocerán las Cortes Marciales 

o los Tribunales Militares, con arreglo a las disposiciones de este Código. Tales Cortes o 

Tribunales estarán integrados por miembros de la Fuerza Pública en servicio activo o en retiro. 

Artículo 2°. Delitos relacionados con el servicio. Son delitos relacionados con el 

servicio aquellos cometidos por los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo dentro o 

fuera del territorio nacional, cuando los mismos se deriven directamente de la función militar o 

policial que la Constitución, la ley y los reglamentos les ha asignado. 

Artículo 3°. Delitos no relacionados con el servicio. No obstante lo dispuesto en el 

artículo anterior, en ningún caso podrán relacionarse con el servicio los delitos de tortura, 

genocidio, desaparición forzada, de lesa humanidad o aquellos que atenten contra el Derecho 

Internacional Humanitario entendidos en los términos definidos en convenios y tratados 

internacionales ratificados por Colombia, ni las conductas que sean abiertamente contrarias a la 

función constitucional de la Fuerza Pública y que por su sola comisión rompan el nexo 

funcional del agente con el servicio. 

Artículo 4°. Fuerza Pública. La Fuerza Pública estará integrada en forma exclusiva por 

las Fuerzas Militares y la Policía Nacional. 

Artículo 5°. Investigación y juzgamiento de civiles. En ningún caso los civiles podrán 

ser investigados o juzgados por la justicia penal militar 
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Artículo 6°. Dignidad humana. El derecho penal militar tendrá como fundamento el 

respeto por la dignidad humana. 

Artículo 15. Conducta punible. Para que la conducta sea punible se requiere que sea 

típica, antijurídica y culpable. La causalidad por sí sola no basta para la imputación jurídica del 

resultado. 

Para que la conducta del inimputable sea punible se requiere que sea típica, antijurídica 

y se constate la inexistencia de causales de ausencia de responsabilidad. 

Artículo 16. Tipicidad. La ley penal definirá de manera inequívoca, expresa y clara las 

características básicas estructurales del tipo penal. 

En los tipos de omisión también el deber tendrá que estar consagrado y delimitado 

claramente en la Constitución Política y en la ley. 

Artículo 17. Antijuridicidad.  Para que una conducta típica sea punible se requiere que 

lesione o ponga efectivamente en peligro, sin justa causa, el bien jurídicamente tutelado por la 

ley penal. 

Ley 1765 de 2015  

ARTÍCULO 1o. PRINCIPIOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. Las 

normas y principios rectores de la administración de justicia prevalecen y serán de obligatoria 

aplicación en la Jurisdicción Penal Militar y Policial. 

ARTÍCULO 2o. ÁMBITO DE APLICACIÓN.  La presente ley se aplicará en lo 

pertinente, a los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo o en retiro, así como al 

personal civil o no uniformado que desempeñe cargos en la Justicia Penal Militar y Policial. 

Los artículos que modifican, adicionan o derogan disposiciones de carácter penal 

militar, se aplicarán exclusivamente a miembros de la Fuerza Pública en los términos del 

artículo 221 de la Constitución Política.  En ningún caso se aplicarán a los civiles. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr007.html#221
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ESTRUCTURA DE LA JUSTICIA PENAL MILITAR Y POLICIAL. 

ARTÍCULO 3o. INTEGRACIÓN. La Justicia Penal Militar y Policial estará integrada  

Órganos Jurisdiccionales y de Investigación 

1. Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Penal. 

2. Tribunal Superior Militar y Policial. 

3. Jueces Penales Militares y Policiales de Conocimiento Especializado y de 

Conocimiento. 

4. Jueces Penales Militares y Policiales de Control de Garantías. 

5. Jueces Penales Militares y Policiales de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad. 

6. Fiscalía General Penal Militar y Policial y Cuerpo Técnico de Investigación. 

Órganos de Dirección y Administración de la Unidad Administrativa Especial de la 

Justicia Penal Militar y Policial, de que trata la presente ley: 

1. Consejo Directivo. 

2. Director Ejecutivo. 

DESEMPEÑO DE FUNCIONES Y COMPETENCIA. 

ARTÍCULO 20. DESEMPEÑO DE FUNCIONES. Las funciones de la Fiscalía 

General Penal Militar y Policial se cumplen a través del Fiscal General Penal Militar y Policial, 

de los Fiscales Penales Militares y Policiales Delegados ante el Tribunal Superior Militar y 

Policial, de los Fiscales Penales Militares y Policiales Delegados ante los Jueces Penales 

Militares y Policiales y del Cuerpo Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar y 

Policial. 

Los Fiscales Penales Militares y Policiales Delegados ante los Jueces Penales Militares 

y Policiales se ubicarán por la Dirección Ejecutiva de la Unidad Administrativa Especial de la 

Justicia Penal Militar y Policial, atendiendo sus atribuciones y las necesidades judiciales 
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presentadas por el Fiscal General Penal Militar y Policial. 

Corresponde a la Fiscalía General Penal Militar y Policial, en desarrollo de atribuciones 

constitucionales y legales, la dirección, coordinación, control jurídico y verificación técnico-

científica de las actividades que desarrolle la policía judicial en los términos previstos en el 

Código Penal Militar. 

 

ARTÍCULO 21. COMPETENCIA. El Fiscal General Penal Militar y Policial, los 

Fiscales Penales Militares y Policiales Delegados ante el Tribunal Superior Militar y Policial y 

los Fiscales Penales Militares y Policiales Delegados, tienen competencia en todo el territorio 

nacional. 
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CONCLUSIÓN 

 

La investigación criminal es una herramienta básica en la innumerable serie de 

procedimientos diseñados para el ejercicio del Derecho Penal, con el objetivo de buscar, localizar  

y exponer el material probatorio con la finalidad de establecer la responsabilidad o la inocencia 

de un sujeto, y es la base de la estructura del Derecho Penal tanto en la Jurisdicción ordinaria 

como en la Militar y Policiva, donde se parte de un hecho que en apariencia puede describirse 

como delito y de allí  se determine su autoría o participación.  

Después de la segunda guerra mundial, el concepto de la guerra cambia, se pretende 

proteger a los que no participan en hostilidades, pero por otro, protege a los que están inscritos en 

la guerra, sobre este escenario es que se enmarca la responsabilidad de la calificación del 

comportamiento frente al delito, sobre  sorpresa militar,  engaños y ardides que son regularmente 

utilizados en el despliegue de la confrontación, siempre y cuando no sean amenazados ni 

utilizados los emblemas protegidos por el DIH.  

Para este caso específico en la utilización de emblemas, se debe descartar los eventuales 

hechos en el que sean con propósito criminal, y que para ese propósito se haya utilizado la 

función específica a su cargo para lograr su realización,  generando de forma inmediata el nexo 

causal  que vincula  al delito con en su relación directa con la función militar o policial. 

Frente a la acción de baja de un individuo hay unos principios que debemos tener en 

cuenta y circunstancias propias del hecho como la  defensa de un derecho personal propio o 

ajeno, necesidad de la defensa, agresión actual, injusta, inminente e inevitable , proporcionalidad 

entre los medios y el derecho, esta particularidad  la define lo que la investigación criminal arroje 

en sus resultados, los cuales serán clave en el destino al que se verá inmerso el proceso, la 

calificación de la conducta y la sanción correspondiente, o según la decisión de las respectivas 

jurisdicciones sea absuelto por inexistencia en la tipicidad del delito o por ausencia de la 

responsabilidad que genere el hecho. 
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Es indispensable y de sumo cuidado el manejo de las normas internacionales, siempre que 

aquellas como elemento que ayuda a diferenciar   tiene en cuenta Derecho internacional 

humanitario (D.I.H.) si los hechos sucedieron dentro de un conflicto armado de lo contrario sería 

merecedor de la ley disciplinaria, es por esta razón que la ley suple esa falencia que en otrora 

sería piedra angular en el desarrollo de procesos a militares por la justicia ordinaria, ahora se 

exige de manera obligatoria el conocimiento certificado de los jueces que conocen en la Justicia 

Ordinaria los delitos cometidos contra el DIH.  

Esta  diferencia que resulta es totalmente relevante en la aplicacion de la ley de  las dos 

jurisdicciones, ya que constituye dos enfoques normativos diferenciados ya que el régimen penal 

de los militares resulta completamente diferente del que se aplica a los ciudadanos en general 

(jurisdicción ordinaria),  sin embargo esto no permite una acentuada brecha entre la normativa y 

el procedimiento  en los dos sistemas, ambos deben armonizar con los principios, valores y 

derechos del orden constitucional, articulándose en defensa de la coherencia sistemática de la 

Carta Política, velando por el cumplimiento de los derechos fundamentales de quienes estén 

sometidos al imperio de la ley en su jurisdicción.  

Es interesante la preocupación del legislador por pretender dar atraves de la ley la 

competencia que es necesaria en la Jurisdicción Penal Militar, su regulación través de un código, 

del diseño de la estructura orgánica y funcional de la misma, y de los procedimientos instructivos 

y de juzgamiento; así como de las conductas puniblemente investigadas y sancionadas que ante 

dicha jurisdicción son sometidas. 

Finalmente, la razón que exista un marco legal y jurídico que de forma especial investigue 

y juzgue a los militares y policías, no constituye privilegio alguno para alterar el normal 

desarrollo y armonía que debe contener dicha jurisdicción con el resto de la normativa estatal y 

judicial y sobretodo la Constitución política de Colombia, pero esta característica tampoco 

impone a la competencia exclusiva del juez penal militar el hecho de pertenecer a la fuerza 

pública según lo esbozado por la Corte, y es enfática en asegurar la importancia  legal que 
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justifica la existencia de la fuerza pública pero aclara “ El uniforme del militar, por sí sólo, no es 

indicativo de que lo que hace la persona que lo lleva sea en sí mismo delito militar; por lo tanto, 

deberá examinarse si su acción o abstención guarda relación con una específica misión militar. 

De otro lado, el miembro de la fuerza pública, así se encuentre en servicio activo, ha podido 

cometer el crimen al margen de la misión castrense encomendada: en este caso, el solo hecho de 

estar en servicio activo no lo exime de ser sometido al Derecho Penal común. Las prerrogativas y 

la investidura que ostentan los miembros de la fuerza pública pierden toda relación con el 

servicio cuando deliberadamente son utilizadas para cometer delitos comunes, los cuales no 

dejan de serlo porque el agente se haya aprovechado de las mencionadas prerrogativas e 

investidura, ya que ellas no equivalen a servicio ni, de otro lado, tienen la virtud de mutar el 

delito común en un acto relacionado con el mismo”, de esta forma el fuero militar o de policía 

pierde su efecto en el desarrollo del marco legal y procedimental al interior del juzgamiento del 

sujeto, “siendo así ellos continúan siendo simplemente la voluntad delincuencial imputable a la 

persona, desconectada del servicio público de la defensa y de la seguridad públicas, la cual en un 

plano de estricta igualdad deberá ser investigada y sancionada según las normas penales 

ordinarias” (C-358 de 1997). 

De conformidad con el pronunciamiento anterior y haciendo énfasis en su postura  se 

toma como base lo expresado por la ex presidenta del consejo superior de la judicatura Amelia 

Mantilla Villegas  “el factor subjetivo determinante del fuero militar, se desfigura por completo y 

traslada la investigación y juzgamiento de la conducta a la jurisdicción penal ordinaria, cuando 

acaece cualquiera de las siguientes circunstancias: 

1. Cuando el sujeto-agente comete la conducta sin pertenecer a la Fuerza Pública. 

2. Cuando perteneciendo el sujeto-agente a la Fuerza Pública, emplea las prerrogativas 

y/o la investidura de su cargo de manera deliberada para cometer un delito común, dado que las 

mismas no fueron desarrolladas “en relación con el servicio”, sino con total abuso de su calidad 

de miembro de las fuerzas castrenses o policivas. En éste caso, su conducta no se asimila a la 
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propia de un miembro de la Fuerza Pública, sino a la de un delincuente común, que simplemente 

se ha aprovechado de su condición y status”. 

Entiende la Corte, que la institución del fuero militar jamás ha sido estructurada bajo el 

favorecimiento de la impunidad, todo lo contrario,  se crea bajo el mandato de la legalidad, el 

respeto por los derechos humanos y el funcionamiento eficiente de un órgano jurisdiccional 

especializado, independiente, autónomo e imparcial, que en sus potestades y atributos investigue 

y juzgue las conductas punibles de los miembros de la fuerza pública en servicio activo y en 

relación, precisamente, con dicho servicio, y al ser alterna y diferente la justicia ordinaria de la 

penal que contempla ese fuero especial en el juzgamiento de sus funcionarios frente a 

determinados delitos se excluye esa aplicabilidad de la justicia militar los cuales son los delitos 

de tortura, genocidio, desaparición forzada y los que constituya atente contra el derecho 

internacional humanitario (D.I.H.) y crímenes de guerra. 

Lo primero a verificar es que si efectivamente el militar adquiere la calidad para ser 

juzgado bajo la modalidad del fuero militar, frente a esto la normativa designa que se debe 

verificar inicialmente el factor subjetivo personal, el cual frente a la justicia penal militar nos 

habla de que el individuo debe estar en servicio activo al momento de la ejecución de la conducta 

y a su vez trae a colación una excepción la cual es de quienes se encuentran en la escuelas 

militares de formación o de capacitación de escuelas de la fuerza pública no aplicaran para la 

justicia penal militar si  no por la ordinaria civil que sea con antelación del acto administrativo 

que les otorga la calidad de militar. 

Es cierto que una fuerza militar en determinadas ocasiones como la guerra necesita del 

fuero, los delitos cometidos durante la realización de esta circunstancia especial debe ser 

revisada, investigada y juzgada por especialistas esas condiciones y eventos propios de la vida 

militar y policial, las ambigüedades del combate, la organización y la cultura de las instituciones 

castrenses. 
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